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SESIONES ORDINARIAS

SUMARIO: Ley General del Ambiente. Müller (744-
D.-2000.)1

Dictamen de las comisiones

Honorable Cámara:

Las comisiones de Recursos Naturales y Conser-
vación del Ambiente Humano, de Legislación Ge-
neral y de Justicia han considerado el proyecto de
ley de la señora diputada Müller, de Régimen de
Protección Ambiental; y, por las razones expuestas
en el informe que se acompaña y las que dará el
miembro informante aconsejan la sanción del si-
guiente

PROYECTO DE LEY

El Senado y Cámara de Diputados,...

LEY GENERAL DEL AMBIENTE

Bien jurídicamente protegido

Artículo 1° – La presente ley establece los pre-
supuestos mínimos para el logro de una gestión
sustentable y adecuada del ambiente, la preserva-
ción y protección de la diversidad biológica y la
implementación del desarrollo sustentable.

Art. 2° – La política ambiental nacional deberá
cumplir los siguientes objetivos:

a) Asegurar la preservación, conservación, re-
cuperación y mejoramiento de la calidad de
los recursos ambientales, tanto naturales
como culturales, en la realización de las di-
ferentes actividades antrópicas;

b) Promover el mejoramiento de la calidad de
vida de las generaciones presentes y futu-
ras, en forma prioritaria;
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c) Fomentar la participación social en los pro-
cesos de toma de decisión;

d) Promover el uso racional y sustentable de
los recursos naturales;

e) Mantener el equilibrio y dinámica de los sis-
temas ecológicos;

f) Asegurar la conservación de la diversidad
biológica;

g) Prevenir los efectos nocivos o peligrosos
que las actividades antrópicas generan so-
bre el ambiente para posibilitar la sus-
tentabilidad ecológica, económica y social
del desarrollo;

h) Promover cambios en los valores y conduc-
tas sociales que posibiliten el desarrollo
sustentable, a través de una educación am-
biental, tanto en el sistema formal como en
el no formal;

i ) Organizar e integrar la información ambiental
y asegurar el libre acceso de la población a
la misma;

j) Establecer un sistema federal de coordina-
ción interjurisdiccional, para la implementa-
ción de políticas ambientales de escala na-
cional y regional;

k ) Establecer procedimientos y mecanismos
adecuados para la minimización de riesgos
ambientales, para la prevención y mitigación
de emergencias ambientales y para la recom-
posición de los daños causados por la con-
taminación ambiental.

Art. 3° – La presente ley regirá en todo el territorio
de la Nación; sus disposiciones son de orden pú-
blico, operativas y se utilizarán para la interpreta-
ción y aplicación de la legislación específica sobre
la materia, la cual mantendrá su vigencia en cuanto
no se oponga a los principios y disposiciones con-
tenidas en ésta.
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Principios de la política ambiental

Art. 4° – La interpretación y aplicación de la pre-
sente ley, y de toda otra norma a través de la cual
se ejecute la política ambiental, estarán sujetas al
cumplimiento de los siguientes principios:

Principio de congruencia: La legislación provin-
cial y municipal referida a lo ambiental deberá ser
adecuada a los principios y normas fijadas en la pre-
sente ley; en caso de que así no fuere, éste preva-
lecerá sobre toda otra norma que se le oponga.

Principio de prevención: Las causas y las fuen-
tes de los problemas ambientales se atenderán en
forma prioritaria e integrada, tratando de prevenir
los efectos negativos que sobre el ambiente se pue-
den producir.

Principio precautorio: Cuando haya peligro de
daño grave o irreversible la ausencia de información
o certeza científica no deberá utilizarse como razón
para postergar la adopción de medidas eficaces, en
función de los costos, para impedir la degradación
del medio ambiente.

Principio de equidad intergeneracional: Los
responsables de la protección ambiental deberán
velar por el uso y goce apropiado del ambiente por
parte de las generaciones presentes y futuras.

Principio de progresividad: Los objetivos am-
bientales deberán ser logrados en forma gradual, a
través de metas interinas y finales, proyectadas en
un cronograma temporal que facilite la adecuación
correspondiente a las actividades relacionadas con
esos objetivos.

Principio de responsabilidad: El generador de
efectos degradantes del ambiente, actuales o futu-
ros, es responsable de los costos de las acciones
preventivas y correctivas de recomposición, sin per-
juicio de la vigencia de los sistemas de responsabi-
lidad ambiental que correspondan.

Principio de subsidiariedad: El Estado nacional,
a través de las distintas instancias de la administra-
ción pública, tiene la obligación de colaborar y, de
ser necesario, participar en forma complementaria en
el accionar de los particulares en la preservación y
protección ambientales.

Principio de sustentabilidad: El desarrollo eco-
nómico y social y el aprovechamiento de los recur-
sos naturales deberán realizarse a través de una ges-
tión apropiada del ambiente, de manera tal, que no
comprometa las posibilidades de las generaciones
presentes y futuras.

Principio de solidaridad: La Nación y los Esta-
dos provinciales serán responsables de la preven-
ción y mitigación de los efectos ambientales
transfronterizos adversos de su propio accionar, así
como de la minimización de los riesgos ambientales
sobre los sistemas ecológicos compartidos.

Principio de cooperación: Los recursos natura-
les y los sistemas ecológicos compartidos serán uti-
lizados en forma equitativa y racional. El tratamien-

to y mitigación de las emergencias ambientales de
efectos transfronterizos serán desarrollados en for-
ma conjunta.

Art. 5° – Los distintos niveles de gobierno inte-
grarán en todas sus decisiones y actividades pre-
visiones de carácter ambiental, tendientes a asegu-
rar el cumplimiento de los principios enunciados en
la presente ley.

Presupuesto mínimo

Art. 6° – Se entiende por presupuesto mínimo,
establecido en el artículo 41 de la Constitución Na-
cional, a toda norma que concede una tutela am-
biental uniforme o común para todo el territorio na-
cional, y tiene por objeto imponer condiciones
necesarias para asegurar la protección ambiental. En
su contenido, debe prever las condiciones necesa-
rias para garantizar la dinámica de los sistemas eco-
lógicos, mantener su capacidad de carga y, en ge-
neral, asegurar la preservación ambiental y el
desarrollo sustentable.

Competencia judicial

Art. 7° – La aplicación de esta ley corresponde a
los tribunales ordinarios según corresponda por el
territorio, la materia, o las personas.

En los casos que el acto, omisión o situación ge-
nerada provoque efectivamente degradación o con-
taminación en recursos ambientales interjurisdiccio-
nales, la competencia será federal.

Instrumentos de la política y la gestión ambiental

Art. 8° – Los instrumentos de la política y la ges-
tión ambiental serán los siguientes:

1. El ordenamiento ambiental del territorio.
2. La evaluación de impacto ambiental.
3. El sistema de control sobre el desarrollo de

las actividades antrópicas.
4. La educación ambiental.
5. El sistema de diagnóstico e información am-

biental.
6. El régimen económico de promoción del de-

sarrollo sustentable.

Ordenamiento ambiental

Art. 9° – El ordenamiento ambiental desarrollará
la estructura de funcionamiento global del territorio
de la Nación y se generará mediante la coordina-
ción interjurisdiccional entre los municipios y las
provincias, y de éstas y la ciudad de Buenos Aires
con la Nación, a través del Consejo Federal de Me-
dio Ambiente (COFEMA); el mismo deberá consi-
derar la concertación de intereses de los distintos
sectores de la sociedad entre sí, y de éstos con la
administración pública.

Art. 10. – El proceso de ordenamiento ambiental,
teniendo en cuenta los aspectos políticos, físicos,
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sociales, tecnológicos, culturales, económicos, ju-
rídicos y ecológicos de la realidad local, regional y
nacional, deberá asegurar el uso ambientalmente
adecuado de los recursos ambientales, posibilitar la
máxima producción y utilización de los diferentes
ecosistemas, garantizar la mínima degradación y
desaprovechamiento y promover la participación
social en las decisiones fundamentales del desarro-
llo sustentable.

Asimismo, en la localización de las distintas acti-
vidades antrópicas y en el desarrollo de asenta-
mientos humanos, se deberá considerar, en forma
prioritaria:

a) La vocación de cada zona o región, en fun-
ción de los recursos ambientales y la sus-
tentabilidad social, económica y ecológica;

b) La distribución de la población y sus carac-
terísticas particulares;

c) La naturaleza y las características particulares
de los diferentes biomas;

d) Las alteraciones existentes en los biomas
por efecto de los asentamientos humanos,
de las actividades económicas o de otras ac-
tividades humanas o fenómenos naturales;

e) La conservación y protección de ecosistemas
significativos.

Evaluación de impacto ambiental

Art. 11. – Toda obra o actividad que, en el terri-
torio de la Nación, sea susceptible de degradar el
ambiente, alguno de sus componentes, o afectar la
calidad de vida de la población, en forma significa-
tiva, estará sujeta a un procedimiento de evaluación
de impacto ambiental, previo a su ejecución.

Art. 12. – Las personas físicas o jurídicas darán
inicio al procedimiento con la presentación de una
declaración jurada, en la que se manifieste si las
obras o actividades afectarán el ambiente. Las au-
toridades competentes determinarán la presentación
de un estudio de impacto ambiental, cuyos requeri-
mientos estarán detallados en ley particular y, en
consecuencia, deberán realizar una evaluación de
impacto ambiental y emitir una declaración de im-
pacto ambiental en la que se manifieste la aproba-
ción o rechazo de los estudios presentados.

Art. 13. – Los estudios de impacto ambiental de-
berán contener, como mínimo, una descripción de-
tallada del proyecto de la obra o actividad a reali-
zar, la identificación de las consecuencias sobre el
ambiente, y las acciones destinadas a mitigar los
efectos negativos.

Educación ambiental

Art. 14. – La educación ambiental constituye el
instrumento básico para generar en los ciudadanos,
valores, comportamientos y actitudes que sean acor-
des con un ambiente equilibrado, propendan a la
preservación de los recursos naturales y su utiliza-

ción sostenible, y mejoren la calidad de vida de la
población.

Art. 15. – La educación ambiental constituirá un
proceso continuo y permanente, sometido a cons-
tante actualización que, como resultado de la orien-
tación y articulación de las diversas disciplinas y
experiencias educativas, deberá facilitar la percep-
ción integral del ambiente y el desarrollo de una con-
ciencia ambiental.

Las autoridades competentes deberán coordinar
con los consejos federales de Medio Ambiente
(COFEMA) y de Cultura y Educación, la imple-
mentación de planes y programas en los sistemas
de educación, formal y no formal.

Las jurisdicciones, en función de los contenidos
básicos determinados, instrumentarán los respecti-
vos programas o currículos a través de las normas
pertinentes.

Información ambiental

Art. 16. – Las personas físicas y jurídicas, públi-
cas o privadas, deberán proporcionar la información
que esté relacionada con la calidad ambiental y re-
ferida a las actividades que desarrollan.

Todo habitante podrá obtener de las autoridades
la información ambiental que administren y que no
se encuentre contemplada legalmente como reser-
vada.

Art. 17. – La autoridad de aplicación deberá de-
sarrollar un sistema nacional integrado de informa-
ción que administre los datos significativos y rele-
vantes del ambiente, y evalúe la información
ambiental disponible; asimismo, deberá proyectar y
mantener un sistema de toma de datos sobre los
parámetros ambientales básicos, estableciendo los
mecanismos necesarios para la instrumentación efec-
tiva a través del Consejo Federal de Medio Ambien-
te (COFEMA).

Art. 18. – Las autoridades serán responsables de
informar sobre el estado del ambiente y los posi-
bles efectos que sobre él puedan provocar las acti-
vidades antrópicas actuales y proyectadas.

El Poder Ejecutivo, a través de los organismos
competentes, elaborará un informe anual sobre la
situación ambiental del país que presentará al Con-
greso de la Nación. El referido informe contendrá
un análisis y evaluación sobre el estado de la
sustentabilidad ambiental en lo ecológico, econó-
mico, social y cultural de todo el territorio nacional.

Participación ciudadana

Art. 19. – Toda persona tiene derecho a ser con-
sultada y a opinar en procedimientos administrati-
vos que se relacionen con la preservación y pro-
tección del ambiente, que sean de incidencia general
o particular, y de alcance general.

Art. 20. – Las autoridades deberán institucionali-
zar procedimientos de consultas o audiencias pú-
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blicas como instancias obligatorias para la autori-
zación de aquellas actividades que puedan generar
efectos negativos y significativos sobre el ambiente.

La opinión u objeción de los participantes no será
vinculante para las autoridades convocantes; pero
en caso de que éstas presenten opinión contraria
a los resultados alcanzados en la audiencia o con-
sulta pública deberán fundamentarla y hacerla
pública.

Art. 21. – La participación ciudadana deberá ase-
gurarse, principalmente, en los procedimientos de
evaluación de impacto ambiental y en los planes y
programas de ordenamiento ambiental del territorio,
en particular, en las etapas de planificación y eva-
luación de resultados.

Seguro ambiental y fondo de restauración

Art. 22. – Toda persona física o jurídica, pública
o privada, que realice actividades riesgosas para el
ambiente, los ecosistemas y sus elementos consti-
tutivos, deberá contratar un seguro de cobertura
con entidad suficiente para garantizar el financia-
miento de la recomposición del daño que en su tipo
pudiere producir; asimismo, según el caso y las po-
sibilidades, podrá integrar un fondo de restauración
ambiental que posibilite la instrumentación de ac-
ciones de reparación.

Sistema Federal Ambiental

Art. 23. – Se establece el Sistema Federal Ambien-
tal con el objeto de desarrollar la coordinación de
la política ambiental, tendiente al logro del desarro-
llo sustentable, entre el gobierno nacional, los go-
biernos provinciales y el de la Ciudad de Buenos
Aires. El mismo será instrumentado a través del
Consejo Federal de Medio Ambiente (COFEMA).

Art. 24. – El Poder Ejecutivo propondrá a la Asam-
blea del Consejo Federal de Medio Ambiente el dic-
tado de recomendaciones o de resoluciones, según
corresponda, de conformidad con el Acta Consti-
tutiva de ese organismo federal, para la adecuada
vigencia y aplicación efectiva de las leyes de pre-
supuestos mínimos, las complementarias provincia-
les, y sus reglamentaciones en las distintas juris-
dicciones.

Ratificación de acuerdos federales

Art. 25. – Se ratifican los siguientes acuerdos fe-
derales:

1. Acta Constitutiva del Consejo Federal de
Medio Ambiente (COFEMA), suscrita el 31
de agosto de 1990, en la ciudad de La Rioja,
cuyo texto integra la presente ley como
anexo I.

2. Pacto Federal Ambiental, suscrito el 5 de ju-
nio de 1993, en la ciudad de Buenos Aires,
cuyo texto integra la presente ley como
anexo II.

Autogestión

Art. 26. – Las autoridades competentes estable-
cerán medidas tendientes a:

a) La instrumentación de sistemas de protec-
ción de la calidad ambiental que estén ela-
borados por los responsables de activida-
des productivas riesgosas;

b) La implementación de compromisos volun-
tarios y la autorregulación que se ejecuta a
través de políticas y programas de gestión
ambiental;

c) La adopción de medidas de promoción e in-
centivos. Además, se deberán tener en cuen-
ta los mecanismos de certificación realizados
por organismos independientes, debidamen-
te, acreditados y autorizados.

Daño ambiental

Art. 27. – El presente capítulo establece las nor-
mas que regirán los hechos o actos jurídicos, líci-
tos o ilícitos que, por acción u omisión, causen daño
ambiental de incidencia colectiva. Se define el daño
ambiental como toda alteración relevante que mo-
difique negativamente el ambiente, sus recursos, el
equilibrio de los ecosistemas, o los bienes o valo-
res colectivos.

Art. 28. – El que cause el daño ambiental será ob-
jetivamente responsable de su restablecimiento al
estado anterior a su producción. En caso de que
no sea técnicamente factible, la indemnización
sustitutiva que determine la justicia ordinaria
interviniente, deberá depositarse en el Fondo de
Compensación Ambiental que se crea por la presen-
te, el cual será administrado por la autoridad de apli-
cación, sin perjuicio de otras acciones judiciales que
pudieran corresponder.

Art. 29. – La exención de responsabilidad sólo se
producirá acreditando que, a pesar de haberse adop-
tado todas las medidas destinadas a evitarlo y sin
mediar culpa concurrente del responsable, los da-
ños se produjeron por culpa exclusiva de la víctima
o de un tercero por quien no debe responder.

La responsabilidad civil o penal, por daño ambien-
tal, es independiente de la administrativa. Se presu-
me iuris tantum la responsabilidad del autor del
daño ambiental, si existen infracciones a las normas
ambientales administrativas.

Art. 30. – Producido el daño ambiental colecti-
vo, tendrán legitimación para obtener la recompo-
sición del ambiente dañado, el afectado, el Defensor
del Pueblo y las asociaciones no gubernamentales
de defensa ambiental, conforme lo prevé el artícu-
lo 43 de la Constitución Nacional, y el Estado na-
cional, provincial o municipal, asimismo, quedará
legitimado para la acción de recomposición o de
indemnización pertinente, la persona directamente
damnificada por el hecho dañoso acaecido en su
jurisdicción.
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Deducida demanda de daño ambiental colectivo
por alguno de los titulares señalados, no podrán in-
terponerla los restantes, lo que no obsta a su dere-
cho a intervenir como terceros.

Sin perjuicio de lo indicado precedentemente toda
persona podrá solicitar, mediante acción de ampa-
ro, la cesación de actividades generadoras de daño
ambiental colectivo.

Art. 31. – Si en la comisión del daño ambiental
colectivo, hubieren participado dos o más personas,
o no fuere posible la determinación precisa de la
medida del daño aportado por cada responsable, to-
dos serán responsables solidariamente de la repa-
ración frente a la sociedad, sin perjuicio, en su caso,
del derecho de repetición entre sí para lo que el juez
interviniente podrá determinar el grado de respon-
sabilidad de cada persona responsable.

En el caso de que el daño sea producido por per-
sonas jurídicas la responsabilidad se hará extensiva
a sus autoridades y profesionales, en la medida de
su participación.

Art. 32. – La competencia judicial ambiental será
la que corresponda a las reglas ordinarias de la com-
petencia. El acceso a la jurisdicción por cuestiones
ambientales no admitirá restricciones de ningún tipo
o especie. El juez interviniente podrá disponer to-
das las medidas necesarias para ordenar, conducir
o probar los hechos dañosos en el proceso, a fin
de proteger efectivamente el interés general. Asimis-
mo, en su sentencia, de acuerdo a las reglas de la
sana crítica, el juez podrá extender su fallo a cues-
tiones no sometidas expresamente a su considera-
ción por las partes.

En cualquier estado del proceso, aun con carác-
ter de medida preparatoria, podrán solicitarse medi-
das de urgencia, aun sin audiencia de la parte con-
traria, prestando debida caución por los daños y
perjuicios que pudieran producirse. El juez podrá,
asimismo, disponerlas, sin petición de parte.

Art. 33. – Los dictámenes emitidos por organis-
mos del Estado sobre daño ambiental, agregados al
proceso, tendrán la fuerza probatoria de los infor-
mes periciales, sin perjuicio del derecho de las par-
tes a su impugnación.

La sentencia hará cosa juzgada y tendrá efecto
erga omnes, a excepción de que la acción sea re-
chazada, aunque sea parcialmente, por cuestiones
probatorias.

Del Fondo de Compensación Ambiental

Art. 34. – Créase el Fondo de Compensación Am-
biental que será administrado por la autoridad com-
petente de cada jurisdicción y estará destinado a
garantizar la calidad ambiental, la prevención y mi-
tigación de efectos nocivos o peligrosos sobre el
ambiente, la atención de emergencias ambientales,
asimismo, a la protección, preservación, conserva-
ción o compensación de los sistemas ecológicos y
el ambiente.

Las autoridades podrán determinar que dicho
fondo contribuya a sustentar los costos de las ac-
ciones de restauración que puedan minimizar el
daño generado.

La integración, composición, administración y des-
tino de dicho fondo serán tratados por ley especial.

Art. 35. – Comuníquese al Poder Ejecutivo.
Sala de las comisiones, 22 de agosto de 2001.

Mabel H. Müller. – José G. Dumón. – René
Balestra. – Eduardo R. Di Cola. –
Guillermo De Sanctis. – Enrique G.
Cardesa. – Atilio P. Tazzioli. –
Guillermo J. Giles. – Diego R. Gorvein.
– Miguel A. Guibergia. – Marta E.
Biglieri. – Franco Caviglia. – María
del Carmen Falbo. – Miguel A. Abella.
– María del Carmen Alarcón. – Mónica
S. Arnaldi. – Manuel J. Baladrón. –
María E. Barbagelata. – Jorge L.
Bucco. – Carlos Caballero Martín. –
Fortunato R. Cambareri. – Guillermo
E. Corfield. – María L. Chaya. – Mario
Das Neves. – Agustín Díaz Colodrero.
– Luis M. Díaz Colodrero. – José L.
Fernández Valoni. – Pablo A.
Fontdevila. – Simón F. Hernández. –
María E. Herzovich. – Atlanto
Honcheruk. – María del Carmen
Linares. – Miguel R. Mukdise. – Benja-
mín Nieto Brizuela. – Marta Y. Palou.
– Héctor T. Polino. – Carlos A.
Raimundi. – Liliana E. Sánchez. – Car-
los D. Snopek. – Carlos A. Soria. –
Margarita R. Stolbizer. – Marcelo J.
Stubrin. – Julio A. Tejerina. – Alfredo
H. Villalba. – Jorge Zapata Mercader.

ANEXO I
ACTA CONSTITUTIVA DEL CONSEJO FEDERAL

DE MEDIO AMBIENTE

Las altas partes signatarias

DECLARAN:

Reconociendo: Que la preservación y conserva-
ción del ambiente en el territorio del país requiere
para el mejoramiento de la calidad de vida una polí-
tica coordinada y participativa, en virtud de que el
sistema ambiental es una complejidad que trascien-
de las fronteras políticas provinciales.

Que el federalismo es un sistema político de dis-
tribución territorial de las competencias que puede
resolver con eficacia la administración local de los
problemas ambientales.

Que resulta igualmente apto para generar una po-
lítica ambiental de integración entre las provincias
y el gobierno federal.

Que nos hallamos frente a un problema de carác-
ter universal que constituye uno de los grandes de-
safíos que enfrenta la comunidad internacional.
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Considerando: Que el ambiente es un patrimo-
nio común de la sociedad y que de su equilibrio de-
pende la vida y las posibilidades de desarrollo del
país.

Que la coordinación entre los distintos niveles
gubernativos y sociales son indispensables para la
eficacia de las acciones ambientales.

Que los recursos ambientales deben ser aprove-
chados de manera que se asegure una productivi-
dad óptima y sostenida, con equilibrio e integridad.

Que la difusión de tecnologías, apropiadas para
el manejo del medio ambiente, la información am-
biental y la formación de una conciencia pública so-
bre la preservación del entorno son esenciales en
la formulación de la política ambiental.

Por ello los Estados signatarios acuerdan lo si-
guiente:

Creación, objeto y constitución

Artículo 1° – Créase el Consejo Federal de Me-
dio Ambiente (COFEMA) como organismo perma-
nente para la concertación y elaboración de una po-
lítica ambiental coordinada entre los Estados
miembros.

Art. 2° – El COFEMA tendrá los siguientes obje-
tivos:

1. Formular una política ambiental integral, tan-
to en lo preventivo como en lo correctivo,
en base a los diagnósticos correspondien-
tes, teniendo en consideración las escalas
locales, provinciales, regionales, nacionales
e internacionales.

2. Coordinar estrategias y programas de ges-
tión regionales en el medio ambiente, propi-
ciando políticas de concertación como modo
permanente de accionar, con todos los sec-
tores de la Nación involucrados en la pro-
blemática ambiental.

3. Formular políticas de utilización conservante
de los recursos del medio ambiente.

4. Promover la planificación del crecimiento y
desarrollo económico con equidad social en
armonía con el medio ambiente.

5. Difundir el concepto de que la responsabili-
dad en la protección y/o preservación del
ambiente debe ser compartida entre la co-
munidad y el Estado.

6. Promover el ordenamiento administrativo
para la estrategia y gestión ambiental en la
Nación, provincias y municipios.

7. Exigir y controlar la realización de estudios
de impacto ambiental, en emprendimientos
de efectos interjurisdiccionales, nacionales
e internacionales.

8. Propiciar programas y acciones de educa-
ción ambiental, tanto en el sistema educati-
vo formal como en el informal, tendientes a
elevar la calidad de vida de la población.

9. Fijar y actualizar los niveles exigidos de ca-
lidad ambiental y realizar estudios compara-
tivos, propiciando la unificación de variables
y metodologías para el monitoreo de los re-
cursos ambientales en todo el territorio na-
cional.

10. Constituir un banco de datos y proyectos
ambientales.

11. Gestionar el financiamiento internacional de
proyectos ambientales.

Art. 3° – El COFEMA será una persona jurídica
de derecho público constituida por los Estados que
lo ratifiquen, el gobierno federal y las provincias que
adhieran con posterioridad y la Ciudad de Buenos
Aires.

Art. 4° – Los Estados partes se obligan a adop-
tar a través del poder que corresponda las regla-
mentaciones y normas generales que resuelva la
asamblea cuando se expida en forma de resolu-
ción.

En caso de incumplimiento o de negatoria expre-
sa, la asamblea en la reunión ordinaria inmediata,
considerará las alternativas de adecuación al régi-
men general que presentare el Estado miembro o la
secretaría ejecutiva.

Composición del COFEMA

Art. 5° – El COFEMA estará integrado por la
asamblea, la secretaría ejecutiva y la secretaría ad-
ministrativa.

De la asamblea

Art. 6° – La asamblea es el órgano superior del
Consejo con facultad de decisión, y como tal, es la
encargada de fijar la política general y la acción que
éste debe seguir.

Estará integrada por un ministro o funcionario re-
presentante titular o por su suplente, designados
expresamente por el Poder o Departamento Ejecuti-
vo de los Estados miembros.

Art. 7° – La asamblea elegirá entre sus miembros
presentes por una mayoría de dos tercios de sus
votos, un presidente que durará en sus funciones
hasta la sesión de la próxima asamblea ordinaria.

Art. 8° – Las asambleas serán ordinarias y ex-
traordinarias.

Las ordinarias se reunirán dos veces al año en el
lugar y fecha que indique la asamblea anterior.

Las extraordinarias se convocarán a pedido de
una tercera parte de los miembros del Consejo o por
la secretaría ejecutiva.

Art. 9° – La asamblea se expedirá en forma de:

a) Recomendación: determinación que no ten-
drá efecto vinculante para los Estados miem-
bros;

b) Resolución: decisión con efecto vinculante
para los Estados miembros.
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Atribución de la asamblea

Art. 10. – Serán atribuciones de la asamblea:

a) Dictar el reglamento de funcionamiento del
Consejo;

b) Establecer y adoptar todas las medidas y
normas generales para el cumplimiento de los
objetivos establecidos en el artículo 2º;

c) Proponer los aportes que deberán realizar los
Estados miembros para el sostenimiento del
organismo;

d) Aprobar el proyecto de presupuesto anual
del Consejo que deberá presentar la secre-
taría ejecutiva;

e) Dictar las normas para la designación del per-
sonal;

f) Crear las comisiones y consejos asesores ne-
cesarios para el cumplimiento de sus fines;

g) Aprobar anualmente un informe ambiental
elaborado por la secretaría ejecutiva y que
será difundido en los Estados miembros;

h) Evaluar la gestión de la secretaría ejecutiva.

Quórum y votación

Art. 11. – La asamblea deberá sesionar con un
quórum formado por la mitad de los miembros del
Consejo.

Art. 12. – Cada miembro de la asamblea tendrá
derecho a un voto.

Art. 13. – Las decisiones de la asamblea serán to-
madas por el voto de la mitad más uno de sus miem-
bros presentes, salvo cuando se estipule una ma-
yoría superior.

Art. 14. – La secretaría ejecutiva presidida por el
presidente de la asamblea será el órgano ejecutivo
y de control. Expedirá las instrucciones necesarias
para el cumplimiento de estas resoluciones, indican-
do en el informe pertinente, que elevará a la asam-
blea ordinaria las dificultades y alternativas que crea
oportunas.

Art. 15. – La secretaría ejecutiva estará formada
por un delegado de cada una de las regiones en que
la asamblea resuelva dividir el país.

La representación será anual y rotativa entre los
miembros que formen cada región.

Art. 16. – La secretaría ejecutiva comunicará fe-
hacientemente la convocatoria a asamblea, con una
antelación de no menos de diez días y debiendo in-
cluirse el orden del día de la misma.

Art. 17. – La secretaría ejecutiva promoverá la con-
certación de acuerdos entre los Estados miembros
a fin de integrar las jurisdicciones.

De la secretaría administrativa

Art. 18. – La secretaría administrativa será desig-
nada y organizada por la asamblea ordinaria.

Art. 19. – Sus funciones serán la gestión admi-
nistrativa y presupuestaria del organismo.

Disposiciones complementarias

Art. 20. – El presente acuerdo será ratificado por
los miembros de conformidad con sus respectivos
procedimientos legales.

No se adquirirá la calidad de miembro hasta que
este procedimiento se haya concluido.

Art. 21. – La ratificación y adhesiones posterio-
res deberán contener la aceptación o rechazo liso y
llano del mismo, sin introducir modificaciones.

Art. 22. – Las ratificaciones y adhesiones serán
entregadas a la secretaría administrativa, la cual no-
tificará su recepción a todos los miembros.

Art. 23. – La sede del COFEMA estará constitui-
da en la jurisdicción que representa el presidente
de la asamblea.

Art. 24. - Para la modificación de la presente acta
se requerirá el voto de las dos terceras partes de
los Estados miembros.

Art. 25. – El presente acuerdo podrá ser denun-
ciado por los miembros del COFEMA con un aviso
previo de noventa días y será comunicado, en for-
ma fehaciente, al presidente de la asamblea, quedan-
do excluido, desde entonces, de los alcances del
mismo.

Disposiciones transitorias

Art. 26. – La secretaría administrativa correspon-
derá hasta su constitución definitiva al representante
de la provincia de La Rioja.

Art. 27. – El COFEMA comenzará a funcionar a
los noventa días corridos, contados desde la fe-
cha de la asamblea constitutiva, siempre que du-
rante ese lapso haya sido ratificado este acuerdo,
o han adherido, al menos siete jurisdicciones, o des-
pués de esa fecha, si este número de miembros se
alcanzase.

Art. 28. – Los firmantes de la presente acta, quie-
nes actúan ad referendum de los poderes provincia-
les representan a las siguientes jurisdicciones: Bue-
nos Aires, Catamarca, Córdoba, Formosa, La Rioja,
Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires, Neu-
quén, Salta, San Juan, Santa Fe y Tucumán. Firma-
do: doctora Cristina Maiztegui, asesora de la Comi-
sión Interministerial de Política Ambiental, Asesoría
General de Gobierno, provincia de Buenos Aires:
arquitecta Julia Mercedes Corpacci, directora de Me-
dio Ambiente, provincia de Catamarca; ingeniero Da-
niel Esteban Di Giusto, subsecretario de Gestión Am-
biental, provincia de Córdoba; señor Emilio Eduardo
Díaz, subsecretario de Recursos Naturales y Ecología,
provincia de Formosa; arquitecto Mauro Nicolás
Bazán, director general de Gestión Ambiental, pro-
vincia de La Rioja; arquitecto Ricardo Jilek, director
general de Medio Ambiente, provincia de Mendoza;
licenciado Alberto Morán, subsecretario de Medio
Ambiente, Municipalidad de la Ciudad de Buenos
Aires; licenciada Janette S. de Yankelevich, directora
general de Gestión Ambiental, provincia del Neu-
quén; arquitecto Sergio Perota, miembro del Consejo
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Provincial de Medio Ambiente, provincia de Salta;
licenciado Federico Ozollo, asesor del Ministerio de
Acción Social y Salud Pública, provincia de San Juan;
ingeniero Jorge Alberto Hammerly, director general
de Saneamiento Ambiental; ingeniero Julio Oscar
Graieb, director general de Saneamiento Ambiental,
provincia de Tucumán. Previa lectura y ratificación
se firman doce (12) ejemplares de un mismo tenor a
sus efectos en la ciudad de La Rioja a los treinta y
un (31) días del mes de agosto de 1990.

ANEXO II

PACTO FEDERAL AMBIENTAL

En la Ciudad de Buenos Aires, capital de la Re-
pública Argentina, a los cinco días del mes de julio
del año mil novecientos noventa y tres.

En presencia del señor presidente de la Nación,
doctor Carlos Saúl Menem, señor ministro del In-
terior, doctor Gustavo Béliz, la señora secretaria de
Estado de Recursos Naturales y Ambiente Huma-
no y señores gobernadores de las provincias de
Buenos Aires, Catamarca, Córdoba, Corrientes,
Chaco, Chubut, Entre Ríos, Formosa, Jujuy, La Pam-
pa, La Rioja, Mendoza, Misiones, Neuquén, Río
Negro, Salta, San Juan, San Luis, Santa Cruz, San-
ta Fe, Santiago del Estero, Tierra del Fuego,
Tucumán, y el señor intendente de la Ciudad de
Buenos Aires.

Las autoridades signatarias

DECLARAN:

Considerando: Que la preservación, conserva-
ción, mejoramiento y recuperación del ambiente son
objetivos de acciones inminentes que han adquiri-
do dramática actualidad, desde el momento en que
se ha tomado conciencia de que el desarrollo eco-
nómico no puede estar desligado de la protección
ambiental.

Que esta situación compromete, no sólo a todos
los estratos gubernamentales de la República, sino
también a cada uno de los ciudadanos, cualquiera
sea su condición social o función.

Que la voluntad reflejada en el Pacto Federal fir-
mado en la ciudad de Luján, el 24 de mayo de 1990, y
los compromisos contraídos ante el mundo en la
CNUMAD ’92, hace indispensable crear los mecanis-
mos federales que la Constitución Nacional contem-
pla y, en cumplimiento de ese compromiso, resulta
oportuno reafirmar el espíritu y la acción federal en
materia de recursos naturales y medio ambiente.

En consecuencia: La Nación y las provincias
aquí representadas acuerdan:

I. – El objetivo del presente acuerdo es promo-
ver políticas ambientalmente adecuadas en todo el
territorio nacional, estableciendo acuerdos marcos
entre los Estados federales y entre éstos y la Na-

ción, que agilicen y den mayor eficiencia a la pre-
servación del ambiente teniendo como referencia a
los postulados del Programa 21 aprobado en la
CNUMAD ’92.

II. – Promover a nivel provincial la unificación y/
o coordinación de todos los organismos que se re-
lacionen con la temática ambiental, concentrando en
el máximo nivel posible la fijación de las políticas
de recursos naturales y medio ambiente.

III. – Los Estados signatarios reconocen al Con-
sejo Federal de Medio Ambiente como un instru-
mento válido para la coordinación de la política am-
biental en la República Argentina.

IV. – Los Estados signatarios se comprometen a
compatibilizar e instrumentar en sus jurisdicciones
la legislación ambiental.

V. – En materia de desarrollo de una concien-
cia ambiental, los Estados signatarios se compro-
meten a impulsar y adoptar políticas de educa-
ción, investigación científ ico-tecnológica,
capacitación, formación y participación comuni-
taria que conduzcan a la protección y preserva-
ción del ambiente.

VI. – Los señores gobernadores propondrán ante
sus respectivas Legislaturas provinciales la ratifica-
ción por ley del presente acuerdo, si correspondiere.

VII. – El Estado nacional designa ante el Consejo
Federal de Medio Ambiente, para la implementación
de las acciones a desarrollarse, a efectos de cumpli-
mentar los principios contenidos en este Acuerdo, a
la Secretaría de Recursos Naturales y Ambiente Hu-
mano de la Nación.

INFORME

Honorable Cámara:

Las comisiones de Recursos Naturales y Conser-
vación del Ambiente Humano, de Legislación Ge-
neral y de Justicia, al considerar el proyecto de ley
de la señora diputada Müller, de Régimen de Pro-
tección Ambiental, creen innecesario abundar en
más detalles que los expuestos en los fundamentos
que lo acompañan, por lo que los hacen suyos y
así lo expresan.

Mabel H. Müller.

FUNDAMENTOS

Señor presidente:
La situación jurídica respecto de los temas am-

bientales, sin dudas, tomó una relevancia significa-
tiva a partir de la reforma constitucional de 1994,
debido a que su antecesora no preveía los aspec-
tos que se refieren a la preservación y conserva-
ción del ambiente y sus recursos.

Los constituyentes introdujeron el artículo am-
biental en el nuevo texto, y procuraron establecer
los principios sustanciales que determinaran no sólo
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una regulación específica respecto de las activida-
des de incidencia ambiental, sino también la nece-
sidad de encaminarlos hacia la implementación del
desarrollo sustentable.

La materia ambiental se encuentra tratada en el
capítulo de “Derechos y garantías” y detalla entre
otras cosas el derecho a tener “...un ambiente sano,
equilibrado, apto para el desarrollo humano...”, el
cual nos permitirá aumentar las posibilidades indi-
viduales y  colectivas de mejorar nuestra calidad de
vida, la de las generaciones presentes y futuras así
como preservar nuestro medio ambiente y los re-
cursos naturales.

En este sentido, se ha modificado la relación entre
los estados provinciales y la Nación. Antes de la re-
forma constitucional de 1994, existían en la doctrina
jurídica dos posiciones respecto a los poderes y com-
petencias provinciales: una sostenía que la materia
ambiental, por no encontrarse entre los poderes de-
legados por las provincias a la Nación, era una facul-
tad reservada exclusivamente a las provincias, posi-
ción que se enmarca en una profunda convicción
federal; la otra sostenía que los poderes en la materia
eran considerados facultades concurrentes entre am-
bos estratos, Nación y provincias.

Los constituyentes han adoptado como alterna-
tiva para la protección ambiental la coordinación
entre los poderes concurrentes de los dos niveles
de gobierno, pero con un complejo sistema, único
en el texto constitucional, por el cual le correspon-
de a la Nación fijar los presupuestos mínimos de
protección ambiental y a las provincias, complemen-
tarlos. En especial, la Constitución habla de normas
de presupuestos mínimos, por lo que deberán
sancionarse leyes, y también, decretos reglamenta-
rios de presupuestos mínimos.

El artículo 41 de la Constitución Nacional plan-
tea una serie de premisas que estructuran un siste-
ma jurídico ambiental distinto, en cuanto a la regu-
lación de las actividades que tienen incidencia
ambiental. Este sistema es integral, tiende a llenar
los vacíos jurídicos preexistentes y, principalmente,
deberá tener la capacidad de resolver los inconve-
nientes que las normas vigentes presentan en cuan-
to a la aplicabilidad y respeto del sistema federal de
gobierno.

La Comisión de Recursos Naturales y Conserva-
ción del Ambiente Humano de la Honorable Cáma-
ra de Diputados de la Nación ha llevado a cabo un
proceso de interpretación y de definiciones en
cuanto a los alcances del artículo constitucional,
no sólo con el Poder Ejecutivo nacional, sino que
también, con las autoridades provinciales, a través
del Consejo Federal de Medio Ambiente (COFEMA).
Además, se sumaron a este proceso otros secto-
res, como el empresario, organizaciones no guber-
namentales y especialistas en derecho constitucio-
nal. Una característica inicial fue que existió una
gran dificultad en la conceptualización del “nuevo
sistema jurídico ambiental”, dado que, como ya se

ha dicho, no existen antecedentes en el país; ello
significa que los legisladores deben interpretar, en
cada tema, el alcance de los presupuestos mínimos
de protección ambiental, en cada circunstancia de
tiempo y espacio.

Las opiniones y aportes que se integraron, lue-
go de la realización de diferentes encuentros, indi-
caron la necesidad de sancionar una ley general del
ambiente, que deberá interpretar en forma general
los artículos 41, 43 y 124 de la Constitución, deter-
minar los objetivos ambientales a largo plazo y mar-
car las políticas sustanciales que nos integren en el
camino del desarrollo sustentable, y también, un
conjunto de leyes particulares o sectoriales que de-
terminen las pautas o presupuestos mínimos comu-
nes y uniformes de protección ambiental en cada
tema que lo requiera. Estas leyes deberán ser com-
plementadas por las leyes provinciales que estable-
cerán los aspectos particulares adaptados a la rea-
lidad local y regional.

Debo destacar, en particular, dos organismos que
sumaron su esfuerzo y el aporte concreto a este pro-
yecto de ley que estamos presentando para su trata-
miento legislativo: el Consejo Empresario Argentino
para el Desarrollo Sostenible (CEADS) y la Federa-
ción Argentina de Colegios de Abogados (FACA).

El CEADS entregó en el seno de la Comisión de
Recursos Naturales y Conservación del Ambiente
Humano, en junio del corriente año, un documento
por demás importante, que denominó “Recomenda-
ciones para una Ley Básica del Ambiente”, y en el
cual se sintetiza el trabajo realizado, a lo largo de
dos años, juntamente con distintos sectores empre-
sarios y organismos del sector público. En él, se es-
pecifican los lineamientos principales que debería
contener la norma que interprete el artículo ambien-
tal de la Constitución Nacional.

Por su parte, la FACA remitió, en forma directa,
un proyecto de ley denominado de “Contenidos Mí-
nimos”, que he considerado en especial, ya que ha
sido utilizado como base fundamental del proyecto
de ley general del ambiente definitivo. Asimismo,
deseo destacar el asesoramiento jurídico brindado
por los integrantes de la Comisión de Derecho Am-
biental del citado organismo, sin el cual, no hubiera
sido posible llegar a concretar esta norma, que con-
sidero fundamental para la constitución del nuevo
sistema jurídico ambiental de la Argentina.

Asimismo, la sanción de una ley general del am-
biente se considera de fundamental importancia por-
que permitirá diseñar el sistema político y jurídico
para la administración del ambiente de nivel nacio-
nal, como también, definir y determinar los alcan-
ces de los presupuestos mínimos, definir los ins-
trumentos para la gestión ambiental y la promoción
del desarrollo sustentable.

El proyecto de ley que estamos proponiendo con-
templa además la integración de un Sistema Ambien-
tal Federal, a partir del reconocimiento del Consejo
Federal de Medio Ambiente, como instrumento vá-
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lido para la coordinación de la política ambiental en
la República Argentina y la asignación de funcio-
nes específicas para el logro de los compromisos
asumidos en el Pacto Federal Ambiental por el Es-
tado nacional y las provincias.

Cualquier intento de establecer, en nuestro país,
un régimen integral para el ambiente pasa necesa-
riamente por el reconocimiento del reparto consti-
tucional de competencias. El poder de los estados
provinciales es tan amplio, que al discutirse la po-
sibilidad de un código ambiental para América Lati-
na, en la XXVI Conferencia de la Federación
Interamericana de Abogados, reunida en Buenos
Aires el 16 de mayo de 1987, se advirtió que la Ar-
gentina a través de su gobierno central no podía
adoptarlo por no tener competencia al efecto, de-
biendo requerirse la adopción por los 24 Estados
miembros.

El doctor Guillermo Cano ha señalado que en la
Argentina el dominio público eminente de los re-
cursos naturales pertenece a las provincias, y con
él, el poder de legislarlo y administrarlo, y el ejercer
el poder de policía cuando su propiedad civil (o mi-
nera), o el derecho a usarlos, ha sido atribuido a
particulares. Esta afirmación admite una sola excep-
ción: la jurisdicción sobre la navegación fluvial in-
ternacional o interprovincial. Al ejercer la facultad
que la Constitución Nacional atribuye al Congreso
de dictar, entre otros, los códigos Civil y de Mine-
ría, este último ha legislado sobre la propiedad y
los usos privados del suelo y de las minas, pero
manteniendo las provincias la facultad de ejercer el
poder de policía.

Para cumplir con los objetivos cometidos de la
política ambiental, las provincias de nuestro país han
producido avances que revisten suma importancia
y han procedido a reformular sus instituciones para
posibilitar un adecuado ejercicio de las nuevas fun-
ciones del poder. Así, se han constituido carteras
ministeriales especializadas (ley 5.487, Mendoza),
sancionando leyes para la preservación del ambiente
(ley 7.343, Córdoba, 5.961, Mendoza, 55, Tierra del
Fuego) o de algunos de sus recursos (ley 5.824, San
Juan), regulando la evaluación de impacto ambien-
tal (ley 2.342, Río Negro; decreto 3.290/90, Córdo-
ba), consagrado la protección jurisdiccional de los
intereses difusos (ley 6.006, San Juan, ley 10.000,
Santa Fe) e incluso, instituido el Defensor del Pue-
blo como en los países nórdicos.

En este sentido, en el proceso de reforma consti-
tucional y en las nuevas Constituciones provincia-
les se ha reconocido, explícitamente, el derecho a la
preservación del ambiente y consagrado su protec-
ción como objetivo del Estado. Pero este ejercicio
del federalismo impuso la necesidad de contar con
nivel alternativo de coordinación de las políticas am-
bientales, ya que, el ambiente no permite acciones
aisladas. Ningún estado provincial puede aspirar a
proporcionar a sus habitantes condiciones adecua-
das para el desarrollo de sus actividades en forma
insular o independiente de las otras.

En este sentido, las provincias iniciaron un pro-
ceso de integración federal que las llevaron a sus-
cribir, el 31 de agosto de 1990, en la ciudad de La
Rioja, el Acta Constitutiva del Consejo Federal del
Medio Ambiente (COFEMA), con el objeto esen-
cial de constituir un organismo permanente para la
concertación y elaboración de las políticas ambien-
tales entre los Estados miembros.

Respecto de la importancia de los acuerdos
interjurisdiccionales, el doctor Pedro Frías señala los
siguientes aspectos:

1. Los convenios interjurisdiccionales son el ins-
trumento más rico de reasignación de funciones para
conformarla a magnitudes mayores o lograr la inte-
gración de las competencias.

2. Es el instrumento sistémico que concilia la uni-
dad en la diversidad.

3. Crean un sistema modular de relaciones en la
sociedad, en el poder superando el inmovilismo nor-
mativo fundamental.

4. La división vertical del poder del federalismo,
dentro de ámbitos de concertación razonables, con-
serva todas sus ventajas en cuanto posibilita la exis-
tencia de centros de poder y subsana el ejercicio
aislado o competitivo de sus competencias.

5. El convenio interjurisdiccional expresa paradig-
máticamente dos caracteres de todo sistema: la
interrelación de las competencias y la falta de subor-
dinación o tutela del poder central.

Con respecto al Consejo Federal de Medio Am-
biente (COFEMA), es importante destacar que se
ha estado desarrollando un largo proceso de ratifi-
caciones legislativas por parte de las provincias, por
lo que, en la actualidad, ese organismo está efecti-
vamente constituida. Más aún, el Estado nacional,
representado por el Poder Ejecutivo, a través de la
suscripción del Pacto Federal Ambiental del 5 de ju-
lio de 1993, formalizó el reconocimiento institucional
del COFEMA, designando a la Secretaría de Recur-
sos Naturales y Desarrollo Sustentable como su re-
presentante ante el mismo.

Si definimos la gestión ambiental como el proce-
so integrado de acciones para la administración y
manejo de un sistema que nos permite obtener re-
sultados enmarcados en los principios del desarro-
llo sustentable, debemos asimismo contemplar cuá-
les son aquellos instrumentos necesarios para su
implementación.

Si bien este proyecto está referido a la gestión
ambiental del sector público, el concepto puede ser
aplicado en cualquier escala en toda circunstancia
de tiempo y espacio, tanto para la acción particular
de un individuo, la de una comunidad, o para la ac-
ción global que pueda realizar la humanidad para
transformar la crisis actual.

En particular, se han contemplado seis instrumen-
tos básicos que deben ser tenidos en cuenta en la
generación de la política y gestión ambiental: el or-
denamiento ambiental, la evaluación de impacto am-



CAMARA DE DIPUTADOS DE LA NACION O.D. Nº 2.782 11

biental, el sistema de control sobre el desarrollo de
las actividades antrópicas, la educación ambiental,
el sistema de diagnóstico e información ambiental,
y el régimen de promoción del desarrollo sustenta-
ble. Sin lugar a dudas, el equilibrado desarrollo de
estos instrumentos, la integración de los mismos y
su implementación adecuada, y en relación con
nuestras realidades, nos permitirán revertir los pro-
blemas que genera la crisis ambiental actual, y en-
caminarnos a una sustentabilidad económica, so-
cial y ecológica, que necesitamos en forma
inminente.

El Programa 21, documento central suscrito por
nuestro país, y que fuera aprobado en la II Confe-
rencia de las Naciones Unidas sobre Medio Am-
biente y Desarrollo (CNUMAD ’92), llevada a cabo
en Brasil, en 1992, incluye un total de 40 capítulos,
en 4 secciones, y aborda temas que se relacionan
con la dimensión social y económica; asimismo, te-
mas sustanciales como la preservación, el ordena-
miento y la administración de los recursos ambien-
tales. Respecto a los temas relacionados con la
educación marca tres aspectos principales como
prioritarios para desarrollar:

a) La reorientación de la educación hacia el de-
sarrollo sostenible;

b) El aumento de la conciencia pública respec-
to a los temas ambientales;

c) El fomento de la capacitación.

La población y en especial los jóvenes se intere-
san profundamente por los cambios en el ambiente
y por el mundo que van a heredar. Es necesaria una
transformación fundamental del proceso de desa-
rrollo en todos los niveles, desde el comportamien-
to individual hasta las relaciones económicas inter-
nacionales. Por lo que en este proyecto de ley
hemos incluido un capítulo destinado a la necesi-
dad de implementar programas de educación am-
biental en los sistemas formal y no formal, a través
de la coordinación, el consenso y el debate en el
seno de los consejos federales de Medio Ambiente
y de Cultura y Educación.

Como ha señalado Juan Pablo Il en su encíclica
Centesimus annus, es deber del Estado proveer a
la defensa de los bienes colectivos como son el am-
biente natural y el ambiente humano, cuya salva-
guarda no puede estar asegurada por los simples
mecanismos de mercado.

Es a partir de 1994, cuando el nuevo texto consti-
tucional, en su artículo 41, abre las puertas para lo
que se considera quizás la máxima protección que
puede preverse jurídicamente para los bienes colec-
tivos: la obligación de reparar el daño ambiental co-
lectivo que, en la actualidad, no posee regulación
específica. A partir de esto, seguramente, habrá que
avanzar sobre aquellos problemas que afectan a toda
una comunidad, privilegiar las medidas preventivas
y correctivas de las causas de contaminación y no
sólo indemnizar los efectos dañinos. El derecho de

daños, en materia ambiental, como en otras mate-
rias, deberá también ser preventivo, dado que, como
sostiene Mosset Iturraspe, el derecho de daños am-
bientales no lo sufre una persona, sino un
ecosistema, la naturaleza.

Hay daño colectivo cuando se lesiona un interés
de esa naturaleza, o sea colectivo, daño que tiene
plena autonomía, y puede o no concurrir con los
daños individuales, lo que revela una realidad grupal
que puede ser diferente a la individual.

Hay un fallo muy reciente, ejemplar, de la Cámara
Civil y Comercial de Azul, Sala II, 22-10-96, “Muni-
cipalidad de Tandil c./Transportes La Estrella s./Da-
ños”, que expresa:

“Hay daño colectivo cuando se lesiona un inte-
rés difuso, que afecta a toda la comunidad, que tie-
ne autonomía y puede o no concurrir con los da-
ños individuales, lo que revela una realidad grupal,
siendo dicho interés público de su titular, la comu-
nidad y el legitimado el Estado, quien ejerce el rol
de demandante”.

La regla jurídica que se impone en el presente
proyecto, de responsabilidad objetiva por daño am-
biental, es la contracara necesaria a la externa-
lización de los costos ambientales, de manera tal
que una vez que se dé inicio a la aplicación del ré-
gimen de responsabilidad civil, deberá generarse
el proceso que llamamos internalización de dichas
externalidades, es decir de los costos ambientales,
anteriormente no incluidos en el cálculo de precios
y costos.

En el capítulo de daño ambiental que propone-
mos, tanto como resultado de hechos como de ac-
tos jurídicos, se establece la regla general de la res-
ponsabilidad ambiental, estableciendo que será
objetivo, es decir independiente de la culpa de quien
la cause. Y por ello, la “pena” será la restauración
del ambiente dañado, salvo en casos excepcionales
en que podrá autorizarse el pago de una indemniza-
ción sustitutiva, destinada a conformar un fondo de
compensación ambiental.

Es sabido que los regímenes de responsabilidad
administrativa, civil o penal, son independientes,
esto significa que puede incurrirse en un tipo de
responsabilidad y no en otro. Pero aquí se intro-
duce una innovación, de utilidad a los efectos de
la producción de la prueba, dado que en caso de
configurarse infracción administrativa, el proyecto
establece que se presume la responsabilidad civil,
salvo prueba en contrario, en caso de que se haya
determinado previamente la administrativa.

Por otra parte, se consagra la regla de la solidari-
dad en materia de responsabilidad derivada de dos
o más causantes del daño, de manera tal de privile-
giar en el tratamiento legislativo a la víctima, que es
la sociedad, por sobre el responsable.

En concordancia con lo que siempre hemos sos-
tenido, se establece que la justicia competente para
el juzgamiento de los ilícitos ambientales civiles, no
es otra que la justicia ordinaria, procurando se re-



12 O.D. Nº 2.782 CAMARA DE DIPUTADOS DE LA NACION

vierta la actual e injustificada tendencia de
federalizar el tratamiento de los ilícitos ambientales.
En ese mismo sentido, se establecen ciertas dispo-
siciones que facilitan la tarea judicial, y le otorgan
al juez, conductor del proceso, un rol más activo
que el que posee en el proceso civil ordinario, siem-
pre con la mira puesta en que el objeto del proceso
es de interés general, se están protegiendo bienes
públicos.

Por último, es de destacar que se otorga a la sen-
tencia que recaiga en procesos de daño ambiental
colectivo, el carácter de efecto para todos los hom-
bres, o sea erga omnes a excepción de que el recla-
mo fuera rechazado por deficiencias probatorias du-
rante el proceso, cuestión bastante habitual en los
procesos ambientales, dado el desigual avance cien-
tífico que se ha dado en la materia, la inexperiencia
de los auxiliares de la justicia, y aun de los propios
funcionarios judiciales.

Señor presidente, he expuesto sucintamente al-
gunos de los fundamentos que sostienen este pro-
yecto de ley, la cual considero de extrema impor-
tancia porque nos brindará los instrumentos
necesarios para mejorar la calidad de vida de nues-
tra población, como asimismo asegurar la protección
ambiental en nuestro territorio, por lo que le solici-
to su tratamiento inminente y su aprobación defini-
tiva.

Mabel H. Müller.

ANTECEDENTE

PROYECTO DE LEY

El Senado y Cámara de Diputados,...

LEY GENERAL DEL AMBIENTE

Bien jurídicamente protegido

Artículo 1° – Las disposiciones de la presente ley
tienen por objeto regular las condiciones que las
distintas actividades antrópicas deben respetar, a
fin de preservar y proteger el ambiente, conservar
la diversidad biológica, implementar los principios
del desarrollo sustentable y mejorar la calidad de
vida de la población, en cumplimiento de lo indica-
do en la Constitución Nacional.

Art. 2° – La política ambiental nacional deberá
respetar los siguientes principios:

a) Asegurar la preservación, conservación, re-
cuperación y mejoramiento de la calidad de
los recursos ambientales, tanto naturales
como culturales;

b) Promover el mejoramiento de la calidad de
vida de las generaciones presentes y futu-
ras;

c) Fomentar la participación social en los pro-
cesos de toma de decisión;

d) Promover el uso racional y sustentable de
los recursos naturales;

e) Mantener el equilibrio de los sistemas
ecológicos;

f) Asegurar la conservación de la diversidad
biológica;

g) Prevenir los efectos nocivos o peligrosos
que las actividades antrópicas generan so-
bre el ambiente para posibilitar la sus-
tentabilidad ecológica, económica y social
del desarrollo;

h) Promover cambios en los valores y conduc-
tas sociales que posibiliten el desarrollo
sustentable, a través de una educación am-
biental, tanto en el sistema formal como en
el no formal;

i ) Organizar e integrar la información ambien-
tal y asegurar el libre acceso de la población
a la misma;

j) Establecer un sistema federal de coordina-
ción interjurisdiccional, para la imple-
mentación de políticas ambientales de esca-
la nacional y regional;

k ) Establecer procedimientos y mecanismos
adecuados para la minimización de riesgos
ambientales, para la prevención y mitigación
de emergencias ambientales y para la recom-
posición de los daños causados por la con-
taminación ambiental.

Art. 3° – La presente ley regirá en todo el territo-
rio de la Nación. Sus disposiciones son de orden
público, operativas y se utilizarán para la interpre-
tación y aplicación de la legislación específica so-
bre la materia, la cual mantendrá su vigencia en
cuanto no se oponga a los principios y disposicio-
nes contenidas en ésta.

Presupuesto mínimo

Art. 4° – De acuerdo a lo establecido en el ar-
tículo 41 de la Constitución Nacional, se entiende
por presupuesto mínimo, a toda norma que conce-
de una tutela ambiental uniforme o común para todo
el territorio nacional, y tiene por objeto imponer un
mínimo de protección ambiental. En su contenido,
debe prever las condiciones necesarias para asegu-
rar el equilibrio de los sistemas ecológicos, mante-
ner su capacidad de carga y, en general, asegurar la
preservación ambiental y el desarrollo sustentable.

Competencia judicial

Art. 5° – La aplicación de esta ley corresponde a
los tribunales ordinarios según corresponda por el
territorio, la materia, o las personas.

En los casos que el acto, omisión o situación ge-
nerada provoque efectivamente degradación o con-
taminación en recursos ambientales interjuris-
diccionales, la competencia será federal.
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Instrumentos de la política y la gestión ambiental

Art. 6° – Los instrumentos de la política y la ges-
tión ambiental serán los siguientes:

1. El ordenamiento ambiental del territorio.
2. La evaluación de impacto ambiental.
3. El sistema de control sobre el desarrollo de

las actividades antrópicas.
4. La educación ambiental.
5. El sistema de diagnóstico e información am-

biental.
6. El régimen económico de promoción del de-

sarrollo sustentable.

Ordenamiento ambiental

Art. 7° – El ordenamiento ambiental, como ins-
trumento de la gestión ambiental, deberá desarro-
llar la estructura de funcionamiento global del terri-
torio de la Nación, y se generará mediante la
coordinación interjurisdiccional entre los municipios
y las provincias, y de éstas y la Ciudad de Buenos
Aires con la Nación, a través del Consejo Federal
de Medio Ambiente (COFEMA), el que deberá con-
siderar la concertación de intereses de los distintos
sectores de la sociedad entre sí, y de éstos con la
administración pública.

Art. 8° – El proceso de ordenamiento ambiental,
teniendo en cuenta los aspectos políticos, físicos,
sociales, tecnológicos, culturales, económicos, ju-
rídicos y ecológicos de la realidad local, regional y
nacional, deberá asegurar el uso ambientalmente
adecuado de los recursos ambientales, posibilitar la
máxima producción y utilización de los diferentes
ecosistemas, garantizar la mínima degradación y
desaprovechamiento y promover la participación
social en las decisiones fundamentales del desarro-
llo sustentable.

Asimismo, en la localización de las distintas acti-
vidades antrópicas y en el desarrollo de asenta-
mientos humanos, se deberá considerar, en forma
prioritaria:

a) La vocación de cada zona o región, en fun-
ción de los recursos ambientales y la sus-
tentabilidad;

b) La distribución de la población y sus carac-
terísticas, social, económica y ecológica;

c) La naturaleza y las características particula-
res de los diferentes biomas;

d) Las alteraciones existentes en los biomas
por efecto de los asentamientos humanos,
de las actividades económicas o de otras ac-
tividades humanas o fenómenos naturales;

e) La conservación y protección de ecosistemas
significativos.

Evaluación de impacto ambiental

Art. 9° – Toda obra o actividad que, en el territo-
rio de la Nación, sea susceptible de degradar el am-

biente, alguno de sus componentes, o afectar la ca-
lidad de vida de la población, en forma significati-
va, estará sujeta a un procedimiento de evaluación
de impacto ambiental, previo a su ejecución.

Art. 10. – Las personas físicas o jurídicas darán
inicio al procedimiento con la presentación de una
declaración jurada, en la que se manifieste si las
obras o actividades afectarán el ambiente. Las au-
toridades competentes determinarán la presentación
de un estudio de impacto ambiental, cuyos requeri-
mientos estarán detallados en ley particular y, en
consecuencia, deberán realizar una evaluación de
impacto ambiental y emitir una declaración de im-
pacto ambiental en la que se manifieste la aproba-
ción o rechazo de los estudios presentados.

Art. 11. – Los estudios de impacto ambiental de-
berán contener, como mínimo, una descripción de-
tallada del proyecto de la obra o actividad a reali-
zar, la identificación de las consecuencias sobre el
ambiente, y las acciones destinadas a evitar o miti-
gar los efectos negativos.

Educación ambiental

Art. 12. – La educación ambiental constituye el
instrumento básico para generar en los ciudadanos,
valores, comportamientos y actitudes que sean acor-
des con un ambiente equilibrado, propendan a la
preservación de los recursos naturales y su utiliza-
ción sostenible, y mejoren la calidad de vida de la
población.

Art. 13. – La educación ambiental constituirá un
proceso continuo y permanente, sometido a constan-
te actualización que, como resultado de la orientación
y articulación de las diversas disciplinas y experien-
cias educativas, deberá facilitar la percepción integral
del ambiente y el desarrollo de una conciencia am-
biental.

Las autoridades competentes deberán coordinar
con los consejos federales de Medio Ambiente
(COFEMA) y de Cultura y Educación, la imple-
mentación de planes y programas en los sistemas de
educación, formal y no formal.

Las jurisdicciones, en función de los contenidos
básicos determinados, instrumentarán los respecti-
vos programas o currículos a través de las normas
pertinentes.

Información ambiental

Art. 14. – Las personas físicas y jurídicas, públi-
cas o privadas, deberán proporcionar la información
referida a las actividades que desarrollan y sean sus-
ceptibles de provocar efectos significativos sobre
el ambiente. Todo habitante tiene el derecho de ac-
ceder a dicha información.

Art. 15. – Las autoridades competentes deberán
desarrollar un sistema nacional integrado que centra-
lice los datos significativos y relevantes y evalúe la
información ambiental; asimismo, establecerán los me-
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canismos necesarios para su instrumentación efecti-
va a través del COFEMA.

Participación ciudadana

Art. 16. – Toda persona tiene derecho a ser con-
sultada y a opinar en procedimientos administrati-
vos que se relacionen con la preservación y pro-
tección del ambiente, que sean de incidencia general
o particular, y de alcance general.

Art. 17. – Las autoridades competentes deberán
institucionalizar procedimientos de consultas o au-
diencias públicas como distancias obligatorias para
la autorización de aquellas actividades que gene-
ren efectos negativos y significativos sobre el am-
biente.

La opinión u objeción de los participantes no será
vinculante para las autoridades convocantes.

Art. 18. – La participación ciudadana deberá ase-
gurarse, principalmente, en los procedimientos de
evaluación del impacto ambiental y en los planes y
programas de ordenamiento ambiental del territorio,
en particular, en las etapas de planificación y eva-
luación de resultados.

Seguro ambiental y fondo de restauración

Art. 19. – Toda persona física o jurídica, pública
o privada, que realice actividades riesgosas para el
ambiente, los ecosistemas y sus elementos consti-
tutivos, deberá contratar un seguro de cobertura
con entidad suficiente para garantizar el
financiamiento de la recomposición del daño que en
su tipo pudiere producir; asimismo, según el caso
y las posibilidades, podrá integrar un fondo de res-
tauración ambiental que posibilite la instrumenta-
ción de acciones de reparación.

Sistema Federal Ambiental

Art. 20. – Se establece el Sistema Federal Ambien-
tal con el objeto de desarrollar la coordinación de
la política ambiental, tendiente al logro del desarro-
llo sustentable, entre el gobierno nacional, los go-
biernos provinciales y el de la Ciudad de Buenos
Aires. El mismo será instrumentado a través del
Consejo Federal de Medio Ambiente (COFEMA).

Art. 21. – En caso de conflicto en la determina-
ción cuantitativa y cualitativa del alcance de las nor-
mas de presupuestos mínimos, deberá aplicarse la
concertación interjurisdiccional de conformidad con
el procedimiento establecido en la presente ley.

Cuando se suscite un conflicto que dificulte o im-
posibilite la aplicación de una norma de presupues-
to mínimo o las normas complementarias provincia-
les, la Nación y las provincias podrán acceder a un
procedimiento voluntario de consulta ante el
COFEMA.

A los efectos de esta instancia, las autoridades
competentes nacionales, provinciales y de la Ciu-

dad de Buenos Aires, podrán elevar al COFEMA una
solicitud requiriendo que éste se constituya en ám-
bito voluntario de resolución de conflictos.

Art. 22. – Los acuerdos alcanzados en el ámbito
del COFEMA deberán ser suscritos por las partes y
homologados por la asamblea de COFEMA. Todo
acuerdo homologado obligará a las partes, quienes
deberán observarlo y hacerlo cumplir con fuerza de
ley.

Ante el incumplimiento de una de las partes la
otra podrá recurrir a la justicia a los fines de su eje-
cución.

Art. 23. – Con el objeto de contribuir al mejor cum-
plimiento de los objetivos señalados en el artículo
2° del Acta Constitutiva del COFEMA y en cumpli-
miento del compromiso asumido por el Estado na-
cional en el punto VII del Pacto Federal Ambiental,
el Poder Ejecutivo para lograr la operatividad del Sis-
tema Federal Ambiental deberá programar anualmen-
te para su incorporación en el presupuesto de gas-
tos y recursos de la Nación las partidas necesarias
para el sostenimiento administrativo del Consejo Fe-
deral de Medio Ambiente.

Art. 24. – El Poder Ejecutivo propondrá a la asam-
blea del Consejo Federal de Medio Ambiente el dic-
tado de recomendaciones o de resoluciones, según
corresponda, de conformidad con el Acta Consti-
tutiva de ese organismo federal, para la adecuada
vigencia y aplicación de las leyes de presupues-
tos mínimos, las complementarias provinciales, y
sus reglamentaciones en las distintas jurisdiccio-
nes.

Art. 25. – El Poder Ejecutivo, a través de los or-
ganismos competentes, elaborará un informe anual
sobre la situación ambiental del país que presenta-
rá al Congreso de la Nación, en coincidencia con la
apertura del período de sesiones ordinarias. El refe-
rido informe contendrá un análisis y evaluación so-
bre el estado de la sustentabilidad ambiental en lo
ecológico, económico, social y cultural de todo el
territorio nacional.

Ratificación de acuerdos federales

Art. 26. – Se ratifican los siguientes acuerdos fe-
derales:

1. Acta Constitutiva del Consejo Federal de
Medio Ambiente (COFEMA), suscrita el 31
de agosto de 1990, en la ciudad de La Rioja,
cuyo texto integra la presente ley como
anexo I.

2. Pacto Federal Ambiental, suscrito el 5 de ju-
nio de 1993, en la ciudad de Buenos Aires,
cuya texto integra la presente ley como
anexo II.

Autogestión

Art. 27. – Las autoridades competentes estable-
cerán medidas tendientes a la instrumentación de
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sistemas de protección de la calidad ambiental que
estén elaborados por los responsables de activida-
des productivas riesgosas, la implementación de
compromisos voluntarios y la autorregulación que
se ejecuta a través de políticas y programas de ges-
tión ambiental y la adopción de medidas de promo-
ción e incentivos. Además, se deberán tener en
cuenta los mecanismos de certificación realizados
por organismos independientes, debidamente acre-
ditados y autorizados.

Daño ambiental

Art. 28. – El presente capítulo establece las nor-
mas que regirán los hechos o actos jurídicos, líci-
tos o ilícitos que, por acción u omisión, causen daño
ambiental de incidencia colectivo. Se define el daño
ambiental como toda alteración relevante que mo-
difique negativamente el ambiente, sus recursos, el
equilibrio de los ecosistemas, o los bienes o valo-
res colectivos.

Art. 29. – El que cause el daño ambiental será
objetivamente responsable de su restablecimiento
al estado anterior a su producción. En caso de que
no sea técnicamente factible, la indemnización
sustitutiva que determine la justicia ordinaria
interviniente, deberá depositarse en el Fondo de
Compensación Ambiental que se crea por la pre-
sente, el cual será administrado por la autoridad de
aplicación.

Art. 30. – La exención de responsabilidad sólo
se producirá acreditando que, a pesar de haber-
se adoptado todas las medidas destinadas a evi-
tarlo y sin mediar culpa concurrente del respon-
sable, los daños se produjeron por culpa exclusiva
de la víctima o de un tercero por quien no debe
responder.

La responsabilidad civil o penal, por daño ambien-
tal, es independiente de la administrativa. Se presu-
me iuris tantum la responsabilidad del autor del
daño ambiental, si existen infracciones a las normas
ambientales administrativas.

Art. 31. – Producido el daño ambiental colecti-
vo, tendrán legitimación para obtener la recompo-
sición del ambiente dañado, el afectado, el Defensor
del Pueblo y las asociaciones no gubernamentales
de defensa ambiental, conforme lo prevé el artícu-
lo 43 de la Constitución Nacional, y el Estado na-
cional, provincial o municipal, asimismo, quedará
legitimado para la acción de recomposición o de
indemnización pertinente, la persona directamente
damnificada por el hecho dañoso acaecido en su
jurisdicción.

Deducida demanda por alguno de los titulares
señalados, no podrán interponerla los restantes,
lo que no obsta a su derecho a intervenir como
terceros.

Sin perjuicio de lo indicado precedentemente,
toda persona podrá solicitar, mediante acción de

amparo, la cesación de actividades generadoras de
daño ambiental colectivo.

Art. 32. – Si en la comisión del daño ambiental
colectivo, hubieren participado dos o más perso-
nas, o no fuere posible la determinación precisa
de la medida del daño aportado por cada respon-
sable, todos serán responsables solidariamente de
la reparación frente a la sociedad, sin perjuicio,
en su caso, del derecho de repetición entre sí para
lo que el juez interviniente podrá determinar el
grado de responsabilidad de cada persona res-
ponsable.

En el caso de que el daño sea producido por per-
sonas jurídicas la responsabilidad se hará extensi-
va a sus autoridades y profesionales en la medida
de su participación.

Art. 33. – La competencia judicial ambiental será
la que corresponda a las reglas ordinarias de la com-
petencia. El acceso a la jurisdicción por cuestiones
ambientales no admitirá restricciones de ningún tipo
o especie. El juez interviniente podrá disponer to-
das las medidas necesarias para ordenar, conducir
o probar los hechos dañosos en el proceso, a fin
de proteger efectivamente el interés general. Asimis-
mo, en su sentencia, de acuerdo a las reglas de la
sana crítica, el juez podrá extender su fallo a cues-
tiones no sometidas expresamente a su considera-
ción por las partes, siempre y cuando sea en inte-
rés público.

En cualquier estado del proceso, aun con carác-
ter de medida preparatoria, podrán solicitarse medi-
das de urgencia, sin audiencia de la parte contraria,
prestando debida caución por los daños y perjui-
cios que pudieran producirse. El juez podrá, asimis-
mo, disponerlas, sin petición de parte.

Art. 34. – Los dictámenes emitidos por organis-
mos del Estado sobre daño ambiental, agregados al
proceso, tendrán la fuerza probatoria de los infor-
mes periciales, sin perjuicio del derecho de las par-
tes a su impugnación.

La sentencia hará cosa juzgada y tendrá efecto
erga omnes, a excepción de que la acción sea re-
chazada, aunque sea parcialmente, por cuestiones
probatorias.

Del Fondo de Compensación Ambiental

Art. 35. – Créase el Fondo de Compensación Am-
biental que será administrado por la autoridad com-
petente y estará destinado a garantizar la calidad
ambiental, la prevención y mitigación de efectos no-
civos o peligrosos sobre el ambiente, la atención
de emergencias ambientales, asimismo, a la protec-
ción, preservación, conservación o compensación
de los ecosistemas o el ambiente. La integración,
composición, administración y destino de dicho fon-
do serán tratados por ley especial.

Art. 36. – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Mabel H. Müller.
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ANEXO I
ACTA CONSTITUTIVA DEL CONSEJO FEDERAL

DE MEDIO AMBIENTE

Las altas partes signatarias
DECLARAN:

Reconociendo: Que la preservación y conserva-
ción del ambiente en el territorio del país requiere
para el mejoramiento de la calidad de vida una polí-
tica coordinada y participativa, en virtud de que el
sistema ambiental es una complejidad que trascien-
de las fronteras políticas provinciales.

Que el federalismo es un sistema político de dis-
tribución territorial de las competencias que puede
resolver con eficacia la administración local de los
problemas ambientales.

Que resulta igualmente apto para generar una po-
lítica ambiental de integración entre las provincias
y el gobierno federal.

Que nos hallamos frente a un problema de carác-
ter universal que constituye uno de los grandes de-
safíos que enfrenta la comunidad internacional.

Considerando: Que el ambiente es un patrimo-
nio común de la sociedad y que de su equilibrio de-
pende la vida y las posibilidades de desarrollo del
país.

Que la coordinación entre los distintos niveles
gubernativos y sociales son indispensables para la
eficacia de las acciones ambientales.

Que los recursos ambientales deben ser aprove-
chados de manera que se asegure una productivi-
dad óptima y sostenida, con equilibrio e integridad.

Que la difusión de tecnologías, apropiadas para
el manejo del medio ambiente, la información am-
biental y la formación de una conciencia pública so-
bre la preservación del entorno son esenciales en
la formulación de la política ambiental.

Por ello los Estados signatarios acuerdan lo si-
guiente:

Creación, objeto y constitución

Artículo 1° – Créase el Consejo Federal de Me-
dio Ambiente (COFEMA) como organismo perma-
nente para la concertación y elaboración de una po-
lítica ambiental coordinada entre los Estados
miembros.

Art. 2° – El COFEMA tendrá los siguientes obje-
tivos:

1. Formular una política ambiental integral, tan-
to en lo preventivo como en lo correctivo,
en base a los diagnósticos correspondien-
tes, teniendo en consideración las escalas
locales, provinciales, regionales, nacionales
e internacionales.

2. Coordinar estrategias y programas de ges-
tión regionales en el medio ambiente, propi-
ciando políticas de concertación como modo
permanente de accionar, con todos los sec-

tores de la Nación involucrados en la pro-
blemática ambiental.

3. Formular políticas de utilización conservante
de los recursos del medio ambiente.

4. Promover la planificación del crecimiento y
desarrollo económico con equidad social en
armonía con el medio ambiente.

5. Difundir el concepto de que la responsabili-
dad en la protección y/o preservación del
ambiente debe ser compartida entre la co-
munidad y el Estado.

6. Promover el ordenamiento administrativo
para la estrategia y gestión ambiental en la
Nación, provincias y municipios.

7. Exigir y controlar la realización de estudios
de impacto ambiental, en emprendimientos
de efectos interjurisdiccionales, nacionales
e internacionales.

8. Propiciar programas y acciones de educa-
ción ambiental, tanto en el sistema educati-
vo formal como en el informal, tendientes a
elevar la calidad de vida de la población.

9. Fijar y actualizar los niveles exigidos de ca-
lidad ambiental y realizar estudios compara-
tivos, propiciando la unificación de variables
y metodologías para el monitoreo de los re-
cursos ambientales en todo el territorio na-
cional.

10. Constituir un banco de datos y proyectos
ambientales.

11. Gestionar el financiamiento internacional de
proyectos ambientales.

Art. 3° – El COFEMA será una persona jurídica
de derecho público constituida por los Estados que
lo ratifiquen, el gobierno federal y las provincias que
adhieran con posterioridad y la Ciudad de Buenos
Aires.

Art. 4° – Los Estados partes se obligan a adop-
tar a través del poder que corresponda las regla-
mentaciones y normas generales que resuelva la
asamblea cuando se expida en forma de resolución.

En caso de incumplimiento o de negatoria expre-
sa, la asamblea en la reunión ordinaria inmediata,
considerará las alternativas de adecuación al régi-
men general que presentare el Estado miembro o la
secretaría ejecutiva.

Composición del COFEMA

Art. 5° – El COFEMA estará integrado por la
asamblea, la secretaría ejecutiva y la secretaría ad-
ministrativa.

De la asamblea

Art. 6° – La asamblea es el órgano superior del
Consejo con facultad de decisión, y como tal, es la
encargada de fijar la política general y la acción que
éste debe seguir.



CAMARA DE DIPUTADOS DE LA NACION O.D. Nº 2.782 17

Estará integrada por un ministro o funcionario re-
presentante titular o por su suplente, designados
expresamente por el Poder o Departamento Ejecuti-
vo de los Estados miembros.

Art. 7° – La asamblea elegirá entre sus miembros
presentes por una mayoría de dos tercios de sus
votos, un presidente que durará en sus funciones
hasta la sesión de la próxima asamblea ordinaria.

Art. 8° – Las asambleas serán ordinarias y ex-
traordinarias.

Las ordinarias se reunirán dos veces al año en el
lugar y fecha que indique la asamblea anterior.

Las extraordinarias se convocarán a pedido de
una tercera parte de los miembros del Consejo o por
la secretaría ejecutiva.

Art. 9° – La asamblea se expedirá en forma de:

a) Recomendación: determinación que no ten-
drá efecto vinculante para los Estados miem-
bros;

b) Resolución: decisión con efecto vinculante
para los Estados miembros.

Atribución de la asamblea

Art. 10. – Serán atribuciones de la asamblea:

a) Dictar el reglamento de funcionamiento del
Consejo;

b) Establecer y adoptar todas las medidas y
normas generales para el cumplimiento de los
objetivos establecidos en el artículo 2º;

c) Proponer los aportes que deberán realizar los
Estados miembros para el sostenimiento del
organismo;

d) Aprobar el proyecto de presupuesto anual
del Consejo que deberá presentar la secre-
taría ejecutiva;

e) Dictar las normas para la designación del per-
sonal;

f) Crear las comisiones y consejos asesores ne-
cesarios para el cumplimiento de sus fines;

g) Aprobar anualmente un informe ambiental
elaborado por la secretaría ejecutiva y que
será difundido en los Estados miembros;

h) Evaluar la gestión de la secretaría ejecutiva.

Quórum y votación

Art. 11. – La asamblea deberá sesionar con un
quórum formado por la mitad de los miembros del
Consejo.

Art. 12 – Cada miembro de la asamblea tendrá de-
recho a un voto.

Art. 13. – Las decisiones de la asamblea serán to-
madas por el voto de la mitad más uno de sus miem-
bros presentes, salvo cuando se estipule una ma-
yoría superior.

Art. 14. – La secretaría ejecutiva presidida por el
presidente de la asamblea será el órgano ejecutivo
y de control. Expedirá las instrucciones necesarias

para el cumplimiento de estas resoluciones, indican-
do en el informe pertinente, que elevará a la asam-
blea ordinaria las dificultades y alternativas que crea
oportunas.

Art. 15. – La secretaría ejecutiva estará formada
por un delegado de cada una de las regiones en que
la asamblea resuelva dividir el país.

La representación será anual y rotativa entre los
miembros que formen cada región.

Art. 16. – La secretaría ejecutiva comunicará
fehacientemente la convocatoria a asamblea, con
una antelación de no menos de diez días y debien-
do incluirse el orden del día de la misma.

Art. 17. – La secretaría ejecutiva promoverá la
concertación de acuerdos entre los Estados miem-
bros a fin de integrar las jurisdicciones.

De la secretaría administrativa

Art. 18. – La secretaría administrativa será desig-
nada y organizada por la asamblea ordinaria.

Art. 19. – Sus funciones serán la gestión admi-
nistrativa y presupuestaria del organismo.

Disposiciones complementarias

Art. 20. – El presente acuerdo será ratificado por
los miembros de conformidad con sus respectivos
procedimientos legales.

No se adquirirá la calidad de miembro hasta que
este procedimiento se haya concluido.

Art. 21. – La ratificación y adhesiones posterio-
res deberán contener la aceptación o rechazo liso y
llano del mismo, sin introducir modificaciones.

Art. 22. – Las ratificaciones y adhesiones serán
entregadas a la secretaría administrativa, la cual no-
tificará su recepción a todos los miembros.

Art. 23. – La sede del COFEMA estará constitui-
da en la jurisdicción que representa el presidente
de la asamblea.

Art. 24. - Para la modificación de la presente acta
se requerirá el voto de las dos terceras partes de
los Estados miembros.

Art. 25. – El presente acuerdo podrá ser denun-
ciado por los miembros del COFEMA con un aviso
previo de noventa días y será comunicado, en for-
ma fehaciente, al presidente de la asamblea, quedan-
do excluido, desde entonces, de los alcances del
mismo.

Disposiciones transitorias

Art. 26. – La secretaría administrativa correspon-
derá hasta su constitución definitiva al representante
de la provincia de La Rioja.

Art. 27. – El COFEMA comenzará a funcionar a
los noventa días corridos, contados desde la fe-
cha de la asamblea constitutiva, siempre que du-
rante ese lapso haya sido ratificado este acuerdo,
o han adherido, al menos siete jurisdicciones, o des-
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pués de esa fecha, si este número de miembros se
alcanzase.

Art. 28. – Los firmantes de la presente acta, quie-
nes actúan ad referendum de los poderes provincia-
les representan a las siguientes jurisdicciones: Bue-
nos Aires, Catamarca, Córdoba, Formosa, La Rioja,
Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires,
Neuquén, Salta, San Juan, Santa Fe y Tucumán. Fir-
mado: doctora Cristina Maiztegui, asesora de la Co-
misión Interministerial de Política Ambiental, Aseso-
ría General de Gobierno, provincia de Buenos Aires:
arquitecta Julia Mercedes Corpacci, directora de Me-
dio Ambiente, provincia de Catamarca; ingeniero Da-
niel Esteban Di Giusto, subsecretario de Gestión Am-
biental, provincia de Córdoba; señor Emilio Eduardo
Díaz, subsecretario de Recursos Naturales y Ecología,
provincia de Formosa; arquitecto Mauro Nicolás
Bazán, director general de Gestión Ambiental, pro-
vincia de La Rioja; arquitecto Ricardo Jilek, director
general de Medio Ambiente, provincia de Mendoza;
licenciado Alberto Morán, subsecretario de Medio
Ambiente, Municipalidad de la Ciudad de Buenos
Aires; licenciada Janette S. de Yankelevich, directora
general de Gestión Ambiental, provincia del Neu-
quén; arquitecto Sergio Perota, miembro del Consejo
Provincial de Medio Ambiente, provincia de Salta;
licenciado Federico Ozollo, asesor del Ministerio de
Acción Social y Salud Pública, provincia de San Juan;
ingeniero Jorge Alberto Hammerly, director general
de Saneamiento Ambiental; ingeniero Julio Oscar
Graieb, director general de Saneamiento Ambiental,
provincia de Tucumán. Previa lectura y ratificación
se firman doce (12) ejemplares de un mismo tenor a
sus efectos en la ciudad de La Rioja a los treinta y
un (31) días del mes de agosto de 1990.

ANEXO II
PACTO FEDERAL AMBIENTAL

En la Ciudad de Buenos Aires, capital de la Re-
pública, a los cinco días del mes de julio del año mil
novecientos noventa y tres.

En presencia del señor presidente de la Nación,
doctor Carlos Saúl Menem, señor ministro del Inte-
rior, doctor Gustavo Béliz, la señora secretaria de
Estado de Recursos Naturales y Ambiente Humano
y señores gobernadores de las provincias de Bue-
nos Aires, Catamarca, Córdoba, Corrientes, Chaco,
Chubut, Entre Ríos, Formosa, Jujuy, La Pampa, La
Rioja, Mendoza, Misiones, Neuquén, Río Negro,
Salta, San Juan, San Luis, Santa Cruz, Santa Fe, San-
tiago del Estero, Tierra del Fuego, Tucumán, y el
señor intendente de la Ciudad de Buenos Aires.

Las autoridades signatarias
DECLARAN:

Considerando: Que la preservación, conserva-
ción, mejoramiento y recuperación del ambiente son

objetivos de acciones inminentes que han adquiri-
do dramática actualidad, desde el momento en que
se ha tomado conciencia de que el desarrollo eco-
nómico no puede estar desligado de la protección
ambiental.

Que esta situación compromete, no sólo a todos
los estratos gubernamentales de la República, sino
también a cada uno de los ciudadanos, cualquiera
sea su condición social o función.

Que la voluntad reflejada en el Pacto Federal fir-
mado en la ciudad de Luján, el 24 de mayo de 1990,
y los compromisos contraídos ante el mundo en la
CNUMAD ’92, hace indispensable crear los meca-
nismos federales que la Constitución Nacional
contempla y, en cumplimiento de ese compromiso,
resulta oportuno reafirmar el espíritu y la acción fe-
deral en materia de recursos naturales y medio am-
biente.

En consecuencia: La Nación y las provincias
aquí representadas acuerdan:

I. – El objetivo del presente acuerdo es promo-
ver políticas ambientalmente adecuadas en todo el
territorio nacional, estableciendo acuerdos marcos
entre los Estados federales y entre éstos y la Na-
ción, que agilicen y den mayor eficiencia a la pre-
servación del ambiente teniendo como referencia a
los postulados del Programa 21 aprobado en la
CNUMAD ’92.

II. – Promover a nivel provincial la unificación y/
o coordinación de todos los organismos que se re-
lacionen con la temática ambiental, concentrando en
el máximo nivel posible la fijación de las políticas
de recursos naturales y medio ambiente.

III. – Los Estados signatarios reconocen al Con-
sejo Federal de Medio Ambiente como un instru-
mento válido para la coordinación de la política am-
biental en la República Argentina.

IV. – Los Estados signatarios se comprometen a
compatibilizar e instrumentar en sus jurisdicciones
la legislación ambiental.

V. – En materia de desarrollo de una conciencia
ambiental, los Estados signatarios se comprome-
ten a impulsar y adoptar políticas de educación, in-
vestigación científico-tecnológica, capacitación,
formación y participación comunitaria que conduz-
can a la protección y preservación del ambiente.

VI. – Los señores gobernadores propondrán ante
sus respectivas Legislaturas provinciales la ratifi-
cación por ley del presente acuerdo, si corres-
pondiere.

VII. – El Estado nacional designa ante el Conse-
jo Federal de Medio Ambiente, para la imple-
mentación de las acciones a desarrollarse a efec-
tos de cumplimentar los principios contenidos en
este Acuerdo, a la Secretaría de Recursos Natura-
les y Ambiente Humano de la Nación.

Mabel H. Müller.


